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Resumen 
Teniendo en cuenta que la reparación efectiva a las víctimas permite que se avance hacia 
una verdadera reconciliación, que conlleve a la reincorporación integral de los 
excombatientes a la vida civil, este artículo plantea un análisis acerca de los mecanismos de 
reparación colectiva que se han planteado a partir de lo pactado en el acuerdo de paz 
firmado entre el gobierno colombiano y el grupo armado Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia – Ejército del Pueblo, esto conlleva a describir los procesos de reparación a 
víctimas en el marco del posacuerdo que incluyen un tratamiento diferencial, y procesos de 
reparación individual y colectiva.  
Se busca entonces identificar los posibles cambios que se han dado en el marco de los 
procesos que buscan reparar a las víctimas del conflicto armado en Colombia, siendo 
esencial comprender que desde de la diferenciación de las victimas los daños y perjuicios 
sufridos por cada uno de ellos, se logran elaborar medidas de reparación más efectivas. 




1 Artículo de reflexión presentado para optar el título de Abogado que se articula a los resultados de 
investigación del proyecto titulado: “Desafíos Contemporáneos para la protección de Derechos Humanos en 
escenarios de posconflicto: Fase II” que forma parte de la línea de investigación: Fundamentación e 
Implementación de los Derechos Humanos, del grupo de investigación “Persona, Instituciones y Exigencias 
de Justicia”, reconocido y categorizado como Tipo A1 por MINCIENCIAS y registrado con el código COL 
0120899, vinculado al Centro de Investigaciones Socio jurídicas (CISJUC), adscrito y financiado por la 





Taking into account that effective reparation to victims allows progress towards true 
reconciliation, leading to the full reincorporation of former combatants into civilian life, 
this article proposes an analysis of the collective reparation mechanisms that have been 
proposed based on the peace agreement signed between the Colombian government and the 
armed group Farc-EP, this leads to describe the processes of reparation to victims in the 
post-agreement framework that include differential treatment, and processes of individual 
and collective reparation.  
The aim is then to identify the possible changes that have occurred in the framework of the 
processes that seek to repair the victims of the armed conflict in Colombia, being essential 
to understand that from the differentiation of the victims and the damages suffered by each 
one of them, it is possible to elaborate more effective reparation measures. 
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Introducción  
El Estado colombiano se encuentra pasando por un momento histórico trascendental, 
importante con la implementación de los acuerdos de paz firmados con la guerrilla de las 
“Fuerzas Armadas Revolucionarias Colombianas – Ejército del Pueblo (en adelante FARC 
– EP)”se generan una serie de retos a fin de materializar cada uno de los puntos negociados, 
entre ellos específicamente el punto 5 que desarrolla todos los aspectos sobre Víctimas del 
conflicto armado en Colombia y su reparación.  
El presente artículo de reflexión surge de la iniciativa y la necesidad de indagar sobre los 
avances que se han presentado en la implementación de los acuerdos de paz, especialmente 
en lo relacionado con los compromisos adquiridos para la reparación a las víctimas. Lo 
anterior, teniendo en cuenta como lo menciona Palou-Loverdos (2018) los retos del 
posconflicto implican un mayor esfuerzo de parte de la sociedad, el gobierno y los 
excombatientes ya que es llevar a la realidad todo lo plasmado en el acuerdo. 
De este modo, en un ejercicio de corresponsabilidad entre el Estado y los actores del 
conflicto, en este caso las antiguas FARC-EP se hayan generado una serie de iniciativas 
que buscan fortalecer los procesos de reparación a víctimas, por lo que como pregunta de 
investigación se ha planteado la siguiente: ¿cómo se ha fortalecido el proceso de reparación 
a víctimas desde el aspecto colectivo en Colombia a través de las iniciativas del acuerdo de 
paz?  
En ese sentido, como objetivo principal se busca describir las iniciativas de reparación 
colectiva a víctimas que desarrolladas en virtud de los compromisos adquiridos en el 
acuerdo de paz y su incidencia en el alcance de la verdad, justicia y reparación.  Lo 
anterior, en términos de pertinencia social, reviste una notoria importancia al ofrecer un 
ejercicio de análisis en el que se describan formas de reparación para grupos o 
colectividades, situación indispensable para la sociedad colombiana en el marco del 
posacuerdo y consolidación de la paz.  
Teniendo en cuenta que esta reflexión busca contribuir al análisis del cumplimiento de los 
compromisos adquiridos en el marco del acuerdo de paz, estableciendo desde un aspecto 
crítico una serie de conclusiones y recomendaciones en el marco del fortalecimiento de la 
reparación a víctimas del conflicto armado en Colombia. Así mismo, en términos de 
disponibilidad, se cuentan con los insumos documentales derivados de instituciones 
estatales que facilitan el ejercicio analítico.  
Metodología 
La investigación que se plantea es de tipo descriptiva documental que a través de un 
método cualitativo (Arboleda, 2008), que busca exponer la situación problemática 
evidenciada a partir de recursos académicos y jurisprudencia dada en el marco del derecho 
interno e internacional, en el análisis propuesto se utiliza la recolección de información 
como un instrumento para desarrollar la temática e integrar bajo esta diversos enfoques y 
opiniones que se han dado dentro el estudio del tema.  
En ese sentido, como lo advierte Agudelo (2018) se acude a una interpretación de las 
fuentes de carácter hermenéutico con alcance a nivel doctrinal y jurisprudencial que se 
utiliza como punto de partida para la elaboración de la crítica y reflexión que plantea el 
autor. 
1. El enfoque de la reparación a las víctimas en el marco del acuerdo de paz. 
Las décadas de conflicto interno que atravesó Colombia han traído como consecuencia 
millones de víctimas, como lo advierten Cubides y Martínez (2016) “en cualquier conflicto 
armado, ya sea de carácter internacional o no internacional, siempre existirán personas que 
sin tener ningún tipo de interés en ese enfrentamiento resultan ser afectadas” (p.132).  
De igual manera, desde el Gobierno colombiano han surgido iniciativas que conlleven a la 
reparación de las víctimas de una manera integral, y para ello ha dispuesto la creación de 
entidades del orden nacional como la Unidad de Victimas, y de Restitución de Tierras y el 
Centro de Memoria Histórica.  
Es menester señalar que la reparación integral de las víctimas se encuentra respaldada 
dentro de la Convención Americana de Derechos Humanos por el articulo 10 (Derecho a la 
indemnización) y el articulo 14 (Derecho a la ratificación o respuesta) que confirman que la 
reparación no solo puede ser económica (Feria, 2006).  
Al respecto, Cubides et al, (2018) señala que en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos se considera como víctimas a los individuos que han sufrido la vulneración de 
derechos reconocidos en los instrumentos de derecho internacional, así como aquellos 
reconocidos en la legislación interna de los Estados.  
Más allá de lo anterior, frente al concepto de reparación integral la Corte Constitucional 
expresado de forma clara y contundente lo siguiente: 
La reparación integral es una obligación del Estado, cuya finalidad es devolver a la 
víctima al estado en el que se encontraba con anterioridad al hecho que originó tal 
condición. Por lo tanto, el hecho victimizante con el cual se vulneraron los derechos 
humanos genera en favor de la persona que lo padeció el derecho fundamental a la 
reparación integral, lo que se hace efectivo “a través de la restitución, la 
indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y la garantía de no repetición 
consagradas en el Derecho Internacional, que se desprenden de la condición de 
víctimas y que deben ser salvaguardados por el Estado independientemente de la 
identificación, aprehensión, enjuiciamiento o condena de los victimarios (Corte 
Constitucional, Sentencia T-083 de 2017).  
En esa medida al hablar de reparación integral lo que se busca es generar un 
reconocimiento del daño causado, pero más allá de ello se pretende tomar medidas 
efectivas para que las victimas puedan retomar su proyecto de vida. Esto se concreta a 
través de medidas de satisfacción, restitución, rehabilitación, indemnizaciones y garantías 
de no repetición. 
 A su vez el legislador colombiano ha proferido normas que buscan clarificar el 
procedimiento de reparación a las víctimas en el gobierno nacional, como la Ley 387 de 
2007, la Ley 1448 de 2011 y la Corte Constitucional a través de pronunciamientos, ejemplo 
de ello es la sentencia SU-254 de 2013 también ha contribuido a entender de manera 
concreta aquellos derechos que tienen estas.   
Seguidamente se hará referencia de manera específica a lo contemplado en el acuerdo de 
paz suscrito entre el gobierno y las FARC-EP respecto de la reparación a las víctimas. 
1.1 La reparación a las víctimas en el acuerdo de paz: 
Ahora bien, en el marco del acuerdo de paz el tema de las víctimas fue abordado 
concretamente en el punto 5 que a su vez se encuentra integrado por varios ítems 
fundamentales a saber, el primero de ellos hace referencia a los criterios para otorgar el 
estatus de víctimas y el segundo a la necesidad que se reconozca la responsabilidad de los 
autores frente a los hechos victimizantes.  
Al respecto Velásquez (2018) advierte sobre necesidad de que los miembros de las antiguas 
FARC-EP se hagan responsables de los actos cometidos en el marco del conflicto armado, 
y revelen la verdad sobre estos hechos a fin de que se puedan identificar y reconocer a las 
víctimas.  
El tercer y cuarto tema tratado dentro de este punto es el de la satisfacción de los derechos 
de las víctimas y su participación en la discusión acerca de la forma en que se hará la 
materialización de sus derechos a las verdad, justicia y reparación, así como las acciones o 
medidas de reparación. 
Por su parte, el quinto punto se refiere al esclarecimiento de la verdad, para lo cual se 
creará una comisión temporal y de carácter extrajudicial que tiene como finalidad crear 
espacios que aclaren los hechos de violencia y a su vez brinden una explicación a las 
víctimas de las causas, motivaciones, participación entre otros, de dichos hechos, ejercicio 
que también contribuye a la construcción de la memoria histórica del conflicto armado 
(Buitrago, 2020).  
Es importante señalar que la Comisión de la verdad ha venido realizando una labor 
importante en materia de recolección de información a través de entrevistas a víctimas, 
actores armados, terceros civiles, entre otros, insumo esencial para conocer todos los puntos 
de vista sobre la forma en que cada individuo percibió el conflicto.  
Posteriormente, en el sexto punto se hace referencia al tema de restablecimiento de los 
derechos de las víctimas, para lo cual se hace referencia a medidas de reparación, 
satisfacción, indemnización, entre otras que, si bien no van a devolver a la víctima a la 
situación anterior a la vulneración de sus derechos.  
Loa anterior es clave, ya que permite que la víctima tenga unas condiciones de vida dignas, 
y contribuir al perdón y la reconciliación de esta y sus victimarios. Por otra parte, el punto 
siete advierte de la importancia de garantizar la protección y seguridad de cada víctima, 
para ello se hará necesario que se fortalezca la presencia estatal en muchas zonas del 
territorio colombiano que carecen de ella. 
En ese orden de ideas, dicha reparación no sería integral si no se contemplase lo referente al 
punto octavo sobre garantías de no repetición, que implica la decisión de los 
excombatientes de poner fin al conflicto y no volver a cometer hechos violentos que traigan 
como consecuencia más víctimas. En este aspecto, es importante traer a colación lo 
señalado por Cubides y Vivas (2016): 
Del mismo modo, los escenarios de JT posibilitan a los Estados que ejerzan 
reparaciones de víctimas de manera masiva, por medio de medidas o 
programas administrativos; estos deben satisfacer los derechos vulnerados y 
constituir un conjunto de medidas que mezclan la verdad, la justicia, la 
reparación y las garantías de no repetición; además, deben cumplir unos 
requisitos para que sean acordes con los estándares interamericanos (p.71).  
Es importante de acuerdo con lo anterior, señalar que desde el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos se han emitido lineamientos acerca de la reparación a las víctimas a 
través de medidas de restitución, indemnización, rehabilitación y adicionalmente 
garantizando que el hecho victimizate no volverá a ocurrir.  
Sobre este punto Romo (2019) indica que el fin de conflicto únicamente requiere un 
esfuerzo del Estado para disolver los grupos armados que subsisten en el país y 
adicionalmente a través de la ejecución efectiva de los programas de reincorporación a fin 
de evitar que los excombatientes regresen al conflicto. 
En este mismo ámbito, se hace referencia a la importancia del principio de reconciliación 
que es indispensable en el marco del posacuerdo, y hace énfasis en la necesidad del perdón 
de la sociedad a los excombatientes por los hechos violentos y del esfuerzo mancomunado 
con el Estado para la reincorporación a la vida civil. Todo lo anterior, se explica 
ampliamente en el punto décimo señalando como elemento principal un enfoque de 
derechos de las victimas los cuales deben priorizarse.  
Todo lo anterior se concreta expresamente en dos acciones concretas que llevaran a que 
exista una reparación integral verdadera de todas las víctimas, en este sentido se advierte la 
necesidad de crear un Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición; y 
en segundo lugar se indica que es necesario que se cree un Compromiso con la promoción, 
el respeto y la garantía de los derechos humanos. 
Ahora bien, respecto de la reparación a víctimas en el marco del posacuerdo, también la 
Corte Constitucional ha señalado diversos aspectos para tener en cuenta en este proceso, 
que se profundizarán a continuación.  
1.2 La reparación a victimas desde la jurisprudencia de la Corte Constitucional: 
La Corte Constitucional colombiana a través de su jurisprudencia en diversas ocasiones ha 
hecho referencia a los procesos de reparación a víctimas, ello teniendo en cuenta que el 
conflicto armado que ha vivido Colombia por más de cinco décadas ha generado una serie 
de afectaciones para los habitantes a lo largo del país.  
Particularmente en el marco de guerras civiles, cuando su finalización es 
acompañada de procesos destinados a recomponer las condiciones de vida 
de la multiplicidad de víctimas y de lograr mínimos de reconciliación, el 
derecho a la verdad de los agraviados adquiere una importancia inusitada. La 
reconciliación entendida como, al menos, la posibilidad de convivir en un 
marco de respeto y de canalizar los desacuerdos de una manera no violenta, 
implica lidiar mínimamente con duelos inconclusos, para lo cual resulta 
imprescindible el conocimiento, reconocimiento y difusión pública de las 
atrocidades pasadas. La pretensión de la reconciliación presupone un 
acuerdo básico sobre lo ocurrido y la explicación de por qué ocurrió (Corte 
Constitucional, Sentencia C-017 de 2018).  
Explica ampliamente la Corte en esta sentencia la importancia de implementar el acuerdo 
con la participación constante de las víctimas del conflicto, así como de la implementación 
de mecanismos que les permitan conocer y entender las dinámicas del conflicto armado y 
los hechos violentos que en algún momento llegaron a afectarlos de manera directa o 
indirecta.  
Lo anterior es importante en el marco de un proceso de reconciliación entre los 
excombatientes y la sociedad como tal, es necesario que se conozca la forma en la cual 
tanto las víctimas como el resto de la sociedad se vieron afectadas, y así mismo cuales son 
las medidas que consideran pueden reparar esta situación, para que exista un perdón 
genuino.  
Al respecto, es importante mencionar que el proceso de reparación no ha sido fácil hasta la 
fecha, teniendo en cuenta que no se cuenta con la voluntad de todos los excombatientes de 
contribuir al esclarecimiento de la verdad, siendo ello esencial en este proceso y además 
como lo señala Gómez (2017) un derecho de las víctimas que la Corte IDH ha señalado 
como fundamental en el proceso de reparación a estas. 
Debe ser claro entonces, como lo expresan De La Hoz, Machado y Mejía (2019) que, si 
bien el acuerdo de paz considera elementos de justicia transicional como verdad, justicia, 
reparación, memoria entre otros, es fundamental que se dichos elementos se evidencien de 
manera pronta, a fin de no generar una sensación de impunidad.  
Cabe resaltar, que los procesos de justicia transicional adoptan medidas especiales para el 
juzgamiento de una serie de conductas que se enmarcan en un periodo de conflicto dentro 
de un Estado (Rúa, 2015), por ello resulta necesario hacer una excepción respecto de la 
aplicación de las normas del derecho penal general y proceder a buscar medidas 
alternativas.  
Así entonces, este tipo de procesos se utiliza precisamente para poner fin a periodos de 
conflicto armado a traves de la construcción de una serie de medidas políticas y judiciales 
que se han construido de manera conjunta a través del dialogo entre los extremos del 
conflicto, buscando abrir paso a una etapa de paz y reconciliación.  
Respecto de la justicia transicional y sus propósitos, la Corte Constitucional destaca lo 
siguiente: 
La Corporación ha explicado el contenido de la justicia transicional como un 
conjunto amplio de procesos y mecanismos, judiciales y no judiciales, de 
carácter excepcional y transitorio, que responden a largos periodos de 
violencia generalizada, en los que se han cometido constantes violaciones de 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario. Los propósitos de 
la justicia transicional son: (i) responder a la violencia generalizada y, por 
ende, asegurar el derecho a la paz; (ii) garantizar los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición de los 
hechos violentos; (iii) fortalecer al Estado de derecho y a la democracia; y 
(iv) promover la reconciliación social (Corte Constitucional, Sentencia 007 
de 2018).  
En ese sentido, es claro que en el marco de los procesos de justicia transicional se conceden 
ciertas concesiones respecto por ejemplo del tratamiento punitivo de ciertas conductas 
cometidas por combatientes del grupo armado que está sometiéndose al proceso, situación 
admisible a la luz del derecho internacional siempre y cuando no se pierda de vista el deber 
de reparar integralmente a las víctimas.  
Precisamente, los mecanismos planteados en el marco del proceso de justicia transicional 
acordado entre el gobierno colombiano y las antiguas FARC-EP que busca que exista 
sometimiento a la justicia por parte de los excombatientes a partir de una jurisdicción 
creada especialmente para aquellos delitos que tienen que ver con el conflicto armado, esta 
tiene un componente amplio en el que se reconoce la importancia de los procesos de 
reparación que en este caso deben ser garantizados por la Jurisdicción Especial para la Paz 
(en adelante JEP).  
En este ámbito, la Corte Constitucional ha mencionado que si bien existen componentes 
que se pueden flexibilizar, ello no implica desconocer los derechos de las víctimas: 
Las limitaciones de algunos de los derechos de las víctimas como 
consecuencia de la natural tensión en la que se encuentran con otros 
propósitos de la transición deben ser fijadas con especial cuidado y siempre 
bajo la perspectiva de la regla según la cual la restricción de uno de tales 
derechos debe encontrarse compensada en la optimización de los otros. Bajo 
esa perspectiva ha señalado la Corte que “los derechos de las víctimas a la 
verdad, justicia, reparación y no repetición (…) deben ser garantizados por 
el Estado, aunque en escenarios de transición es válido que en este último 
caso se flexibilicen algunas facetas, como la justicia retributiva (a través del 
recurso a la acción penal) y la verdad individual judicial; no obstante, en 
estos eventos deben potencializarse las otras facetas” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-588 de 2019). 
Como lo advierte la Corte Constitucional un proceso de justicia transicional no puede 
implicar que el Estado desconozca sus deberes de investigar, juzgar y sancionar a los 
autores de conductas punibles que se ejecutaron en el marco del conflicto armado, si bien es 
claro que existirán penas alternativas, también debe serlo que el proceso de juzgamiento 
debe ser efectivo y conducir también a medidas de justicia restaurativa que permitan 
satisfacer los derechos de las víctimas. 
En lo anterior, es fundamental la forma en que la JEP aborde los procesos que están 
sometidos a su conocimiento en la actualidad, precisamente a continuación se expondrán 
aquellos elementos que han sido tenidos en cuenta por esta en cuanto a la reparación de 
víctimas.   
1.3 La reparación a víctimas desde la perspectiva de la JEP: 
Es importante mencionar que la JEP es el juez que en el marco del proceso de justicia 
transicional debe administrar justicia y emitir las condenas correspondientes frente a 
aquellas conductas punibles cometidas en el marco del conflicto armado antes del 1 de 
diciembre de 2016.  
Debido a lo anterior y como lo advierten Acosta y Espitia (2020) es fundamental que en los 
procesos que adelante la JEP se permita la participación activa de las víctimas a fin de 
lograr que se garanticen sus derechos, que exista verdad frente a los hechos cometidos y 
que el reconocimiento de responsabilidad de los actores del conflicto se produzca en 
términos que permita realmente contribuir a la verdad.  
En este sentido, la JEP ha diseñado una serie de estrategias encaminadas a proteger los 
derechos de las víctimas, como lo ha mencionado esta misma corporación “la JEP, en 
conjunto con otras instancias y entidades, es la instancia que en el Estado debe velar por 
garantizar la satisfacción de los derechos de las víctimas” (Comisión Alemana de Juristas, 
2018, p.11).  
Es importante, destacar que en el marco de los procesos de justicia transicional las medidas 
se orientan a buscar una justicia de tipo restaurativa no retributiva, esto quiere decir como 
lo indica Marquez (2013) que existe un proceso en el cual las partes participan de manera 
conjunta para establecer las medidas de reparación necesarias en razón a la afectación 
derivada del delito. Lo anterior, hace evidente como este tipo de justicia se aparta en cierta 
medida de las normas del derecho penal tradicionales, ya que abre caminos para el dialogo 
y la reconciliación, más allá de buscar la imposición de una pena.  
Ahora bien, debe advertirse que la JEP tiene un grande safio en el marco de la garantía de 
la justicia tanto retributiva en el marco de las normas especiales que se han proferido para 
el juzgamiento de los crímenes cometidos por los excombatientes, como restaurativa ya que 
en el marco de estos procesos debe buscar que se cuente la verdad sobre los hechos y exista 
reconocimiento de responsabilidad por estos.  
Así mismo, fortaleciendo esos mecanismos de justicia restaurativa se ha definido el Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición que tiene diversos componentes 
con los cuales se busca generar las medidas de reparación suficientes para las víctimas, 
como se observa a continuación en la figura 1.  
 
 
Figura 1. Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición. Fuente: Oficina en 
Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2018) 
Como se logra observar, el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no 
Repetición tiene una serie de componentes que deben aplicarse de manera concomitante a 
fin de cumplir con los fines de la justicia transicional de verdad, justicia, reparación y no 
repetición, entendiendo que este proceso no se cumple únicamente con proferir una 
sanción, sino que va más allá si realmente se tiene como objetivo una reparación integral de 
las víctimas.  
Coinciden con lo anterior, Acosta y Espitia (2020) quienes advierten que: 
En primer lugar, en el marco del funcionamiento de la JEP, como ya se 
indicó, se prevé la reparación a las víctimas a través de la materialización de 
la JR2 en tres escenarios: (i) durante el proceso mismo; (ii) en la aplicación 
del régimen de condicionalidad y (iii) en el establecimiento de las sanciones 
con enfoque restaurativo. Lo anterior quiere decir que, como lo ha 
mencionado la Corte Constitucional, se concibe un régimen mixto en el que 
la satisfacción de cada uno de los componentes de la reparación integral 
recae tanto en el compareciente como en el Estado (p.10).  
Conforme a lo anterior, es claro que la JEP tiene una serie de desafíos en cuanto a la 
reparación integral de las victimas del conflicto armado en Colombia, y no solo por la 
manera en la cual adelante los procesos de reconocimiento de responsabilidad y 
juzgamiento, sino también por la necesidad que existe de que se contemplen enfoques 
diferenciadores para las victimas y a partir de ello se generen las medidas de reparación.  
Dicho lo anterior, y con el fin de estudiar más de cerca el tema objeto de estudio que se 
fundamenta concretamente en los actos de reparación colectiva, expuestas las generalidades 
de la reparación a víctimas en el marco del acuerdo de paz, se procederá a continuación a 
explorar dicho tema.  
2. Actos de reparación colectiva en el marco del posacuerdo. 
En el desarrollo de un conflicto armado como el que se ha presentado en Colombia, al 
hacer referencia a las víctimas, debe hacerse énfasis en que dentro de este concepto debe 
contemplarse la existencia de víctimas individuales y victimas colectivas, ello depende en 
gran medida de las circunstancias que rodearon el hecho violento que afectó al individuo o 
al colectivo.  
Respecto de lo anterior, Naranjo (2010) señala que de acuerdo con la dimensión de la 
afectación que se cause a las víctimas, deben tomarse las medidas de reparación que sean 
consecuentes con la afectación causada. No obstante, lo anterior, se debe procurar 
individualizar a las víctimas del colectivo y determinar la afectación a sus derechos de 
manera individual.  
Es importante, en concordancia con lo anterior indicar que el daño colectivo tiene entonces 
una noción específica, que como lo advierte Delgado (2015) hace referencia a una 
 
2 Justicia Restaurativa.  
afectación social, cultural y comunal. Ello teniendo en cuenta que el hecho violento causa 
sufrimiento, o consecuencias negativas en el grupo social y la comunidad, por ejemplo, la 
afectación de un bien común.  
Ahora bien, en el marco jurídico colombiano referente a la reparación de víctimas se 
expidió la Ley 975 de 2005 conocida como la Ley de justicia y paz, que considera como 
fundamental la participación de las victimas en procesos de justicia transicional y así lo 
expone en su contenido.  
Al respecto, Rengifo (2006) señala que esta norma busca generar espacios de participación 
para las víctimas en los procesos de juzgamiento de los victimarios, sin embargo, el 
procedimiento previsto para ello no resulta un camino fácil en la práctica, ya que se 
reglaron ciertas etapas y requisitos formales para poder acceder a estos.  
Una vez se acredita la víctima, es cuando realmente comienza su participación activa en las 
audiencias de versión libre por ejemplo en el marco de la Ley de Justicia y Paz. No 
obstante, ni la acreditación, ni la participación en las audiencias de versión libre 
garantizaban a las victimas el acceso a la verdad, justicia, reparación y no repetición, por 
cuanto se cuestiono la real participación que tenían en el marco de este proceso.  
Por su parte Valencia y Mejía (2010) expresan que, si bien la Ley de Justicia y Paz 
contempló acciones judiciales, mecanismos de esclarecimiento de la verdad y escenarios de 
reparación para las víctimas, sin embargo, los resultados de su aplicación son cuestionables 
en aspectos como el reconocimiento de responsabilidad y sobre la motivación para cometer 
muchos hechos en el marco de conflicto que no fue un tema en el que se profundizará 
integralmente. 
Por ello, en el marco de estos procesos de justicia transicional si bien es importante que las 
normas dejen clara la importancia que tiene la victima en estos procesos, es esencial que 
eso se traduzca en su participación efectiva en los procesos que se adelantan contra los 
excombatientes.  
Posteriormente, mediante la Ley 1448 de 2011 se diseñaron una serie de medidas de 
atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, la 
importancia de esta radica en el reconocimiento de los derechos de las víctimas y el trazo 
de un camino para el reconocimiento de estos, sin importar quién fue su victimario. Dichos 
postulados buscan reconocer derechos, otorgar prioridades en el acceso a servicios, y 
generar las acciones para que se lleve a cabo una reparación integral (Palou-Loverdos, 
2018). 
De igual manera, en dicha norma se contempla la creación de un programa administrativo 
de reparación colectiva con el cual se busca orientar de manera efectiva las medidas que 
buscan reparar el daño sufrido por un colectivo o una comunidad, estas deben buscar en 
todo caso restituir, indemnizar, rehabilitar y satisfacer los derechos vulnerados.  
Así mismo, en el Decreto 4800 de 2011 que reglamenta esta Ley, se deja claro en el 
artículo 222 las finalidades que persigue la reparación colectiva, señalando de manera 
explícita lo siguiente: 
Artículo 222. Reparación Colectiva. La reparación colectiva estará dirigida 
al reconocimiento y dignificación de los sujetos de reparación colectiva, la 
recuperación psicosocial, a la inclusión ciudadana como sujetos plenos de 
derecho, a la reconstrucción del tejido social, a la reconstrucción de 
confianza de la sociedad en el Estado en las zonas y territorios afectados por 
el conflicto armado, a la recuperación y/o fortalecimiento de la 
institucionalidad del Estado Social de Derecho para la consecución de la 
reconciliación nacional y la convivencia pacífica. 
Como es evidente, estas medidas buscan generar espacios de reconciliación entre las 
comunidades afectadas, el Estado y en el caso del proceso de paz firmado con el grupo 
armado FARC-EP también con sus agresores, ello a partir del dialogo y las medidas que se 
fijen en el marco de esta reparación. A continuación, se abordarán de manera sucinta 
aspectos como elementos y sujetos de reparación colectiva, a fin de analizar este tema en 
profundidad.  
2.1 Elementos de la reparación colectiva: 
En el marco de la reglamentación de la Ley 1448 de 2011, se desarrolló ampliamente el 
concepto y alcance de la reparación colectiva de víctimas, en ese sentido se planteó que 
para su materialización estos deben tener en cuenta una serie de criterios esenciales que 
son los que permitirán que este tipo de reparación cumpla con la finalidad de 
reconciliación y pacificación del territorio.  
En ese sentido, como primer elemento fundamental de la reparación colectiva se tiene el 
reconocimiento, que busca identificar a aquellos sujetos colectivos afectados por hechos 
relacionados con el conflicto armado. Este reconocimiento puede darse por iniciativa 
estatal, que busca mediante acciones y programas identificar estos sujetos a fin de 
incluirlos en los programas de reparación, o también puede darse por solicitud de las 
víctimas ante personerías o defensoría del pueblo (Echavarria e Hinestroza, 2016).  
El segundo elemento, es la dignificación que se produce como lo indica la Unidad de 
Reparación a Victimas (2014) a través de la participación de los sujetos de reparación 
colectiva en la construcción de las medidas de atención, asistencia y reparación que los 
llevarán a satisfacer sus derechos como víctimas. Este elemento es fundamental para 
lograr el perdón y la reconciliación en los territorios, es la manera en la cual se reconoce 
el valor y la importancia de la comunidad y grupo afectado.  
El tercer elemento de la reparación colectiva es la recuperación psicosocial, ello en el 
entendido que las víctimas han sufrido un daño que ha generado perjuicios en la esfera 
material e inmaterial, por ello Coral Argoty (2014) hace énfasis en que es necesario a fin 
de garantizar la reparación integral a las víctimas, en su marco colectivo e individual que 
se logré la inclusión de estas en los distintos programas derivados de la ley, es decir 
aumentar su cobertura no solo a las medidas de restitución, sino de rehabilitación y 
satisfacción 
Y por último se mencionó la inclusión ciudadana que enfatiza en devolver la calidad a 
las víctimas de ciudadanos que tienen un pleno ejercicio de sus derechos, erradicando el 
temor y haciendo una reconstrucción de la comunidad y el entorno en el cual habitan las 
víctimas.  
Estos elementos anteriores, deben contemplarse en la creación de medidas de reparación 
colectiva, sin embargo, identificar los elementos no es suficiente, como lo advierte 
Latorre-Iglesias (2018) el verdadero reto del Estado, las instituciones y los 
excombatientes es poner en práctica todos estos a fin de lograr que exista un verdadero 
reconocimiento de las víctimas en su colectivo y una inclusión en la construcción de la 
paz, es necesario adentrarse en las comunidades, las organizaciones sociales para 
determinar el grado de afectación que les causo la violencia.  
Respecto del proceso de reparación Colectiva, la Corte Constitucional ha expresado lo 
siguiente: 
El objetivo de los programas de reparación colectiva no es otro que lograr 
que las víctimas sean reconocidas, dignificadas, sus proyectos de vida 
colectivos reconstruidos y que se recupere la presencia del Estado en las 
zonas afectadas para garantizar una convivencia pacífica y lograr “que las 
víctimas se sientas reparadas”. Es importante precisar que en la reparación 
colectiva la víctima no es la persona individualizada, sino la colectividad y, 
en ese sentido, los individuos sufren un perjuicio en tanto son miembros de 
ese sujeto colectivo (Corte Constitucional, Sentencia T-718 de 2017).  
De esta manera, se identifica el proceso de reparación colectiva como un elemento 
indispensable en los procesos de reparación integral, ello teniendo en cuenta que se enfoca 
en promover el alcance de medidas de satisfacción, y de carácter simbólico que irradien a 
toda la comunidad y sean visibilizados por la sociedad en general.  
Es por esta razón que se ha expresado que es indispensable que los programas de 
reparación colectiva de víctimas contemplen un principio de enfoque diferencial que hace 
referencia a la necesidad de identificar las características y particularidades del grupo o 
colectivo que entrara en el programa de reparación colectiva, a fin de tomar medidas que 
realmente puedan considerar como restaurativas (Morón, et al, 2018).  
Considerados los elementos de los procesos de reparación colectiva, y evidenciando la 
importancia que tienen en el marco del posacuerdo, puntualmente en el proceso de 
reconciliación tan necesario para construir una paz duradera y estable.  
Por ello continuación, es importante determinar con claridad que ha dispuesto la ley 
acerca del reconocimiento de los sujetos de reparación colectiva., y como se da su 
identificación.  
2.2 Sujetos de reparación colectiva: 
Es importante aclarar que el conceto de sujeto de reparación colectiva se encuentra 
ligado a una normatividad expresa emitida precisamente desde la Ley 1448 de 2011 y 
sus decretos reglamentarios que hicieron precisiones fundamentales sobre el tema.  
En ese sentido se reconocen como sujetos de reparación colectiva a “comunidades, 
grupos sociales y políticos”, es importante señalar que no es un requisito que exista una 
inscripción o formalización del colectivo, pero sí que las mismas que existiesen con 
anterioridad al hecho violento que causo los daños a esta (Cruz & Prieto, 2020).  
La importancia de generar el reconocimiento desde enfoques diferenciales se centra en 
la generación de medidas de reparación que restablezca los derechos vulnerados del 
grupo o conglomerado social reconocido, aportando de esta manera a su reivindicación.  
Para comprender de mejor manera, lo que se considera por comunidades y grupos, la 
Unidad de Victimas (2014) mediante la siguiente tabla hace las especificaciones 
concretas del tema: 
 
Tabla 1. Sujetos de reparación colectiva. Fuente: Unidad de Víctimas (2014). 
La identificación de estas víctimas sujetos de reparación colectiva como se mencionó 
con anterioridad se da mediante iniciativas estatales o solicitud de las víctimas, y una 
vez el colectivo este plenamente identificado se procederá a la inscripción en el Registro 
Único de Víctimas (RUV). 
Ahora bien, respecto de la finalidad que tienen los procesos de reparación colectiva y su 
dimensión, la Corte Constitucional ha señalado que: 
La reparación tiene como fines el reconocimiento y dignificación de los 
sujetos colectivos, la reconstrucción del proyecto de vida, la recuperación 
psicofísica de los grupos afectados, a la inclusión ciudadana y a la 
reconstrucción del tejido social. En adición a estos propósitos, la reparación 
colectiva debe estar orientada siempre con un enfoque transformador y 
diferencial que excluya cualquier forma de discriminación, como aquel que, 
por ejemplo, surge de la violencia sexual (Corte Constitucional, Sentencia T-
718 de 2017). 
En referencia de lo anterior, se puede indicar que en el contexto del conflicto armado 
colombiano se han identificado diversos escenarios en los cuales los hechos violentos de 
diferente naturaleza han afectado a grupos o colectivos (Romero, 2017), un ejemplo de lo 
anterior es la violencia sexual que en diversas ocasiones se utilizó como un arma de guerra.  
Ahora bien, es fundamental que se generen este tipo de procesos que buscan reivindicar los 
derechos de una comunidad grupo social, organización, entre otros, entendiendo la 
importancia que ello representa para el proceso del posacuerdo. En ese sentido, es 
importante entrar a analizar, cuáles son esas medidas de reparación colectiva que se han 
tomado en estos programas.  
3. Medidas de Reparación colectiva en el marco del posacuerdo y sus efectos.  
Para comenzar, se debe señalar que en el acuerdo de paz firmado entre la guerrilla de las 
FARC-EP y el gobierno colombiano, se buscó fortalecer los procesos de reparación a 
víctimas mediante acciones colectivas, que como advierte Ochoa (2015) representa un 
elemento esencial en la construcción de la paz, teniendo en cuenta que existe una notoria 
ruptura de relaciones entre la sociedad, los grupos sociales, las comunidades, los 
territorios, entre otros.  
Dentro de las medidas contempladas sobre reparación colectiva, se encuentran la 
integración de nuevos enfoques, nuevas perspectivas, fortaleciendo la mirada étnica y de 
género. Estos enfoques favorecen notoriamente los procesos de reparación ya que se 
particularizan las necesidades, afectaciones y medidas de reparación de acuerdo con el 
grupo afectado.  
Dentro de las medidas de reparación colectiva que se han identificado, se encuentran las 
señaladas en la figura 2 que se muestra a continuación: 
 
Figura 2. Medidas de reparación colectiva. Fuente: Organización Internacional para las 
Migraciones (2012) 
Y es que el enfoque diferencial es un elemento indispensable en los procesos de justicia 
transicional, esto en la medida que permite evidenciar la sistematicidad en la violación 
de derechos en el marco del conflicto armado (Vargas y Díaz, 2018).  
Sobre el impacto de estas medidas de reparación colectiva es importante afirmar que el 
reconocimiento de la vulneración de derechos y la dignificación de grupos sociales, 
comunidades y organizaciones, son un punto esencial en el marco de la construcción de 
paz y la reconciliación.  
Si bien este enfoque diferencial no es nuevo, si fue fortalecido a partir de lo acordado 
por el Gobierno y las FARC-EP, ello teniendo en cuenta que nuevos actores se han 
involucrado en la búsqueda de la reparación a víctimas individual y colectiva.  
Por ejemplo, desde la Jurisdicción Especial para la Paz se han generado importantes 
iniciativas para fortalecer los procesos de reparación a víctimas, como lo es el 
documento que contiene los “lineamientos generales de la política de la secretaría 
ejecutiva de la JEP en materia de víctimas: “participando como sujetos de derechos”, 
este recoge unos conceptos y generalidades importantes a fin de resarcir de manera 
adecuada a las víctimas.  
En el caso concreto de la reparación colectiva señala: 
De acuerdo con lo anterior, esta política parte también del reconocimiento de 
los enfoques diferenciales y de género, conlleva el reconocimiento a las 
mujeres como ciudadanas autónomas, sujetos de derechos contemplando, 
medidas específicas que tomen en consideración su ciclo vital y sus 
necesidades individuales, familiares y comunitarias. Igualmente, el 
reconocimiento de los pueblos indígenas y afrocolombianos como sujetos 
colectivos incorporando el reconocimiento de sus derechos individuales y 
colectivos (Justicia Especial para la Paz, 2017, p.5).  
Como se observa, en el marco del posacuerdo el proceso de justicia transicional se ha 
ocupado de orientar los procedimientos de reparación a víctimas de manera más eficiente, 
para lo cual ha visto en los enfoques diferenciales una herramienta funcional a fin de 
identificar la vulneración y el tipo de medida necesaria en el proceso de reparación.  
Es importante señalar que las medidas de reparación colectiva incluyen medidas políticas, 
simbólicas y materiales con las que se busca generar precisamente una reparación integral 
para la comunidad u organización. Por ejemplo, una de las medidas políticas que se 
considera esencial es la creación de espacios de inclusión y participación de la comunidad u 
organización en las definiciones de políticas territoriales, esto visibiliza a la organización o 
comunidad y le da la importancia debida en el contexto político.  
Así mismo, como lo señalan Tonche y Umaña (2017) el Sistema Integral de verdad, 
justicia, reparación y no repetición, planteado en el acuerdo de paz permite que haya 
reconocimiento de responsabilidad por parte de actores armados, y que se puedan generar 
espacios conjuntos con las víctimas para lograr restaurar el tejido social.  
En este ámbito, las medidas simbólicas son un elemento reparador importante para la 
construcción del perdón, la reconciliación y la memoria histórica del conflicto, siendo este 
un espacio de integración entre victimarios y victimas donde se afronta abiertamente el 
daño causado.  
Precisamente, la Corte Constitucional ha manifestado respecto de las medidas que deben 
tomarse en el marco de los procesos de reparación colectiva: 
Las víctimas, tienen el derecho a obtener una reparación con dimensión 
colectiva, conformada por medidas de satisfacción, de reparación simbólica 
y de programas que se proyecten en la comunidad. En aras de lo anterior, la 
víctima, a su vez, tendrá el derecho de participar activamente en la 
identificación del daño colectivo y en las medidas de reparación colectiva 
que se consideren pertinentes para lograr una efectiva reparación (Corte 
Constitucional, Sentencia T-718 de 2017).  
En el marco del posacuerdo por ejemplo se han presentado actos públicos de 
reconocimiento de responsabilidad y perdón a las víctimas de hechos violentos perpetrados 
por las FARC-EP, así mismo una parte de los activos de este grupo armado se destinó para 
procesos de reparación colectiva específicamente.  
De igual manera, se considera importante la generación de medidas materiales en el marco 
de la reparación colectiva, por ejemplo, la reparación de infraestructura afectada por hechos 
del conflicto que afectaron directamente a la comunidad, de esta manera se genera una 
medida de satisfacción.  
Es claro entonces que las medidas que se generen deben responder concretamente a la 
afectación que sufrió el grupo social u organización, por ello en cada caso concreto se 
deben evaluar las medidas necesarias para lograr la reparación integral.  
No existe duda por parte del autor que el reconocimiento de grupos sociales, organizaciones 
y comunidades como víctimas en el marco del conflicto armado, es una escenario 
inmejorable para la reintegración de los excombatientes a la sociedad, generando a partir de 
las medidas de reparación colectiva espacios de perdón y reconciliación necesarios para la 
construcción de una paz duradera y estable.  
Dicho lo anterior, a continuación, se presentarán las conclusiones concretas que dan 





Como se ha evidenciado a lo largo de la investigación realizada, dentro de los procesos de 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado en Colombia existe la necesidad de 
integrar una perspectiva de reparación colectiva, ello teniendo en cuenta que se se ha 
constatado la afectación a diversas poblaciones como colectivo por actos propios del 
conflicto.  
El reconocimiento del daño causado a organizaciones, comunidades, poblaciones 
campesinas, grupos étnicos e indígenas, colectivos de mujeres, defensores de Derechos 
Humanos, entre otros y la reivindicación de su importancia en la sociedad es el camino 
apropiado para construir una nueva sociedad que integre a los excombatientes y a las 
víctimas en la construcción de una paz duradera y estable.  
Ahora bien, desde el acuerdo final de paz se reconoce la importancia de los enfoques 
diferenciales que constituyen como elementos esenciales para los procesos de reparación 
colectiva de aquellos grupos o colectivos que fueron víctimas de actos asociados al 
conflicto armado perpetrados por las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia -
Ejército del pueblo-, en la medida que se fijan estrategias para la participación de estos 
grupos en los procesos de reparación y reconciliación y adicionalmente se contemplan 
como actores permanentes en la implementación te lo pactado en el acuerdo de paz.  
Las medidas de reparación políticas, materiales y simbólicas sin duda permiten que se 
genere un espacio de reconocimiento de responsabilidad, necesaria en los procesos de 
reconciliación que necesita el periodo de posacuerdo en Colombia, la materialización de 
estas medidas son un mecanismo efectivo para lograr el perdón a los victimarios y poder 
integrarlos a la sociedad sin ningún tipo de estigmatización.  
Con lo anterior, además de reconocer la connotación de víctimas del grupo o colectivo, se 
le atribuye un papel participativo dentro de las discusiones locales y territoriales, para la 
elaboración estrategias sobre la transformación del territorio y la construcción de escenarios 
de paz y reconciliación a través del diálogo.  
Sin duda el reconocimiento de la reparación colectiva dentro del acuerdo final de paz, cómo 
es esencial del proceso de reparación a víctimas y su materialización a través de los 
enfoques diferenciales que fija el acuerdo, son un acierto en cuanto buscan el resarcimiento 
de los perjuicios causados al grupo o colectivo, fijando una hoja de ruta para la inclusión de 
estos, en todos los proyectos y planes de implementación del acuerdo, lo que dignifica y la 
voz a estos grupos para expresar su visión sobre el conflicto armado, Sus afectaciones y el 
camino para superar las problemáticas que ellos se derivaron.  
En ese aspecto, se considera que existe un avance desde lo propuesto sobre reparación 
colectiva en su momento por la Ley de víctimas a la fecha, teniendo en cuenta que existe en 
la actualidad un programa de reparación colectiva, pero adicionalmente se logra evidenciar 
la ejecución de actos de reparación, de reconocimiento de responsabilidad, entre otros, que 
son en esencia la materialización del proceso de reparación colectiva, ellos desde luego 
acompañado del nuevo rol participativo qué tienen estos grupos y comunidades en la 
construcción de una paz duradera y estable.  
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